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PETICIÓN 157-06
INADMISIBILIDAD
JUAN FERNANDO VERA MEJÍAS
CHILE
20 de marzo de 2013
I.
RESUMEN

1. El 17 de febrero de 2006 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión”, la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición presentada en nombre propio por Juan Fernando Vera Mejías (en adelante “presunta víctima” o “peticionario”), en la cual se alega la responsabilidad internacional de la República de Chile (en adelante “Chile”, “el Estado” o “el Estado chileno”), por la presunta discriminación que habría sufrido en su lugar de trabajo en razón a que vivía con el Virus de Inmunodeficiencia Humana -VIH-  y por su orientación sexual.
2. El peticionario alega que el Estado es responsable por la violación de los derechos contenidos en los artículos  11 (protección de la honra y de la dignidad), y 24 (igualdad ante la ley), en relación al  artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”). El Estado sostiene que la petición debe ser declarada inadmisible porque no se habrían agotado los recursos internos.
3. Tras examinar las posiciones de las partes, la Comisión concluye que es competente para conocer la petición bajo análisis y que la petición es inadmisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 17 de febrero de 2006 la Comisión recibió una petición fechada el 14 de febrero de 2006, presentada por Juan Fernando Vera Mejías y le asignó el número 157-06. En el transcurso de los años de 2006 y 2007, la Comisión recibió nueva información del peticionario, ampliando la petición inicial. El 5 de agosto de 2010, la Comisión solicitó información al peticionario acerca del agotamiento de recursos internos, solicitud que fue respondida. El 24 de noviembre de 2010 la Comisión abrió a trámite la petición y transmitió al Estado sus partes pertinentes.
5. El Estado chileno remitió sus observaciones el 25 de mayo de 2011 y el 18 de junio de 2012, las cuales fueron trasladadas al peticionario. El peticionario remitió sus observaciones el 5 de julio de 2011 y el 16 de agosto de 2012. Estas observaciones fueron trasladas al Estado.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A. El peticionario
6. El peticionario y presunta víctima alega que se había desempañado desde 1988 como empleado de la empresa privada Hormo Química de Chile, obteniendo diferentes reconocimientos profesionales. Indica que a partir de 1996 estuvo gravemente enfermo debido a que era portador del VIH y en la empresa que laboraba se hizo evidente su situación.

7. El peticionario sostiene que después de este hecho, sus empleadores  buscaron su salida de la empresa, en razón a su orientación sexual y a que era portador del VIH. Sin embargo, indica que dirigió comunicaciones a la sede matriz de la empresa en Holanda, denunciando la situación y se mantuvo en su cargo hasta el año 2001, cuando inició un proceso de reforma por la designación de un nuevo gerente general. 
8. A partir de la designación del nuevo gerente, alega que sus empleadores buscaron su salida definitiva de la empresa, siendo despedido el día 22 de octubre de 2001, bajo la amenaza de que en caso de no aceptar los términos de la finalización del contrato laboral, la empresa haría públicas en Chile y el extranjero su orientación sexual y su condición de portador del VIH. El peticionario alega que sería por esta amenaza que se habría impedido el agotamiento de recursos, por su interés de no hacer pública su orientación sexual y su situación de salud.
9. El 30 de abril de 2002 el peticionario remitió una comunicación a la Reina Beatriz de Holanda, solicitando intermediación en su caso. El 23 de julio de 2002, respondió la Embajada Real de los Países Bajos informando que tras una reunión con los directivos de la empresa, sus funcionarios: “se abstendr[ían] de ahora en adelante de hacer observaciones y divulgar información sobre su inclinación sexual y su condición física y se referirán solamente a su relación laboral”
.
10. El 26 de agosto de 2002 el peticionario remitió comunicación para el entonces Sr. Presidente Ricardo Lagos Escobar, relatando su situación y solicitando que su caso fuera estudiado por personal de la primera dama, experto en materias asociadas a discriminación e indemnización por daños y perjuicios, debido a que su orientación sexual y el ser portador de VIH habría sido hecho público por la empresa. El 13 de septiembre de 2002 obtuvo respuesta del Asesor de Gestión del Gabinete Presidencial, informándole al peticionario que se solicitaría “el envío de antecedentes e información pertinente a fin de brindarle una respuesta”.
11. El 6 de marzo de 2006 el peticionario remitió una comunicación para la entonces Sra. Presidenta Michelle Bachelet, relatando su situación y solicitando su intervención frente a la ocurrencia de estos hechos. En respuesta del 19 de marzo del 2007, por intermedio de un asesor presidencial, se le informó que la planta de personal había sido modificada y, adicionalmente, existía una terminación del contrato laboral suscrita por el peticionario, siendo entonces imposible determinar si existieron móviles de discriminación y hostigamiento al momento de ocurrencia de los hechos.
12. En respuesta a las observaciones realizadas por el Estado chileno el 5 de julio de 2011, en relación a la falta de agotamiento de recursos, el peticionario señaló que intentó buscar entre abogados y clínicas jurídicas de atención de casos, ayuda para que su caso fuera estudiado, pero se le negó la representación jurídica, debido a que él había aceptado la terminación del contrato laboral.  Asimismo, el peticionario señaló un contexto de discriminación laboral en Chile, en el que ocurrieron varios casos en los que se involucraba la orientación sexual y la situación de salud de personas seropositivas, entre 2002 y 2008.
B.
El Estado 

13. El Estado señala que en el caso del peticionario no ha existido agotamiento de recursos internos, alegando dicha excepción en su comunicación del 25 de mayo de 2011, reiterada en comunicación del 18 de junio de 2012.
14. En primer lugar el Estado cuestiona el no agotamiento de recursos por parte del peticionario bajo el supuesto de la discriminación, especialmente cuando se tiene en cuenta que el solicitante realiza su petición ante una instancia internacional, con lo que se hace pública su orientación sexual y su condición de salud. 

15. El Estado chileno señala, que sus respuestas a las cartas remitidas por el peticionario a los presidentes de Chile fueron oportunas y pertinentes, al haberle sido explicado, tras indagaciones de la Dirección Regional del Trabajo, que la dependencia física en la que él había trabajado ya no existía y que habían sido cambiadas las directivas de la empresa, por lo cual la determinación de la existencia de hostigamiento y discriminación en su caso no había sido posible. 

16. Asimismo el Estado sostiene que en el ámbito interno existían una serie de recursos que pudieron haber sido agotados, tales como una demanda ante la jurisdicción laboral chilena, un recurso de nulidad sobre la sentencia que hubiese fallado la demanda y que respecto de la resolución que resuelve la nulidad, procede el recurso excepcional de unificación de jurisprudencia. Asimismo, señala el Estado, existe el procedimiento de tutela laboral, que incluye cuestiones relacionadas con los derechos fundamentales del trabajador, y que también contaba el peticionario, con el recurso de protección contemplado en el artículo 20 de la Constitución chilena.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae 

17. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones en nombre propio respecto a quien el Estado de Chile se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  Por lo tanto la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
18. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar bajo la jurisdicción del Estado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto los hechos alegados habrían tenido lugar cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención ya se encontraba en vigor para Chile, Estado que ratificó la Convención Americana el 21 de agosto de 1990.

19. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae para conocer el presente caso, pues en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 
B.
Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos

20. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional. El artículo 46.2 de la Convención por su parte establece tres supuestos en los que no se aplica la regla del agotamiento de los recursos internos: a) que no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) que no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y c) que haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.  Estos supuestos no se refieren sólo a la existencia formal de tales recursos, sino también que estos sean adecuados y efectivos.

21. En el presente caso, el Estado alega que el peticionario no agotó los recursos internos. Específicamente señala que no fue interpuesto ningún recurso de los disponibles para denunciar la situación, a saber, interposición de demanda respectiva, recurso de nulidad respecto de la sentencia definitiva que la falle y recurso de unificación de jurisprudencia respecto de la resolución que resuelve la nulidad que procede en forma excepcional. Asimismo, que tampoco se interpusieron los recursos de tutela laboral para la protección de derechos fundamentales del trabajador y de protección.  Al respecto, el peticionario señala que a pesar de la búsqueda de asistencia legal para la interposición de un recurso, en aquella época (2001) no se reconocía, a nivel interno ni siquiera el concepto de discriminación y existía un contexto de amenaza para el peticionario, de ser anunciada públicamente su orientación sexual y su estado de salud por parte de su empleador, y que por estas razones no agotó los recursos de la jurisdicción interna. 

22. En relación a la preocupación del peticionario de que interponer un recurso ante el Poder Judicial significaba hacer pública su orientación sexual o su estado de salud, la Comisión observa que el peticionario acudió al Poder Ejecutivo desde agosto de 2002. 
23. Asimismo, la Comisión observa que, acorde a información aportada por el peticionario, desde diciembre de 2006, él hizo pública su orientación sexual y su estado de salud, concediendo una entrevista a la revista “Vivopositivo”
. Por todas estas razones, la Comisión observa que el peticionario no logró demostrar la existencia de una situación de discriminación sistémica o individualizada que le impidiera agotar los recursos internos. Asimismo, la CIDH observa que el peticionario firmó un documento mediante el cual reconoció la terminación de la relación laboral, el cual no fue recurrido en sede interna.
24. Finalmente, la CIDH observa que se trataría de una alegada situación de discriminación por parte de una empresa privada, situación que no es directamente atribuible al Estado, y que no hubo ningún recurso interpuesto ante el Poder Judicial que le permitiera al Estado conocer la situación. La CIDH atribuye la más alta seriedad a alegatos relacionados con contextos de discriminación, y si bien un contexto de discriminación podría en determinadas circunstancias restringir el acceso a los recursos internos, la CIDH considera que los alegatos generales del peticionario en el caso concreto, en el sentido de indicar que para la época de los hechos no se permitía el acceso a los recursos, no resultan suficientes para justificar la falta de agotamiento de los recursos internos en el presente caso. 
25. Por todo lo antes expuesto la Comisión no encuentra que en este caso proceda la excepción alegada por el peticionario.  La Comisión reitera considera que en virtud del carácter complementario de la Convención Americana el peticionario debe acudir y agotar los recursos que el derecho interno le ofrece para de esta manera solucionar las alegadas violaciones
. Por todo lo antes expuesto la Comisión no encuentra que en este caso proceda la excepción alegada por el peticionario. No ha quedado demostrado a lo largo del procedimiento que al peticionario se le haya negado el acceso a los recursos o que haya sido impedido de agotarlos.
26. La CIDH considera que la presente petición no satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención y se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención Americana.
V.
CONCLUSIÓN
27. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 46.1.a) de la Convención Americana, y en consecuencia, 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
1. Declarar inadmisible la presente petición, conforme al artículo 46.1.a) de la Convención.
2. Notificar esta decisión a las partes. 

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Felipe González, de nacionalidad chilena, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Respuesta de la Embajada Real de los Países Bajos a la solicitud interpuesta por el Sr. Juan Fernando Vera M.  30 de abril de 2002.


� Revista VIVOPOSITIVO. Discriminación laboral en Chile (la historia de Fernando Vera). N° 21. Diciembre de 2006. 


� CIDH, Informe N° 70/01, Petición 12.055, inadmisibilidad, Ernesto Galante, Argentina, agosto 3 de 2001. CIDH, Informe N°18/02, Petición 12.274, inadmisibilidad, César Verduga Vélez, Ecuador, febrero 27 de 2002. CIDH, Informe N° 82/98, Petición 11.703, inadmisibilidad, Gustavo A. López Gómez, Venezuela, septiembre 28 de 1998. CIDH, Informe N° 43/99, Petición 11.688, Alan García Pérez, Perú, marzo 11 de 1999, párrafo 18.
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